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1. Introducción

1.1 Cambio en el sentir público

Desde el final de la última ronda de negociaciones comerciales en 1994 – la ‘Ronda Uruguay’ – el paisaje político de las negociaciones comerciales se ha transformado por completo. Por un lado, las normas comerciales y la institución que se ha creado para supervisar su cumplimiento y posterior desarrollo, la Organización Mundial del Comercio (OMC), son más poderosas y su alcance afecta a más áreas de las políticas nacionales. Por otro lado, el público es mucho más consciente de la existencia de la OMC y de las consecuencias de sus normas y no le basta con el enfoque de ‘confiad en nosotros’ que se da en la gestación de la política comercial. El argumento de que los temas son ‘demasiado complejos’ o ‘demasiado delicados políticamente’ para que se pueda permitir una verdadera transparencia y debate ya no puede convencer a un público que está cada vez más informado y preocupado. El argumento de que el secretismo es ‘tradicional’ y el ‘único modo de conducir negociaciones comerciales’ ya no se puede justificar.

El Acuerdo General sobre Comercio de Servicios (AGCS, GATS por sus siglas en inglés) es un ejemplo perfecto de ambas tendencias. La creación en 1995 del AGCS, extendió de un plumazo el alcance de las normas comerciales de los bienes a los servicios y además amplió el alcance de la OMC de la política comercial transfronteriza a los derechos de las empresas a establecer operaciones (ej., invertir) en otros países. También exige a los gobiernos que desarrollen normas sobre ‘regulación nacional’, que irán más allá del mandato central de la OMC de ‘políticas discriminatorias’ (ej., políticas que favorecen a las empresas nacionales o a las empresas de determinados países), lo que constituye una incursión aún más profunda de las normas comerciales en el establecimiento nacional de políticas. Al mismo tiempo, el público cada vez está más informado sobre las consecuencias de este acuerdo aún relativamente joven, y pide más información, más análisis, más debate, y el fin del secretismo que ha caracterizado las negociaciones pasadas.  

El World Development Movement (WDM) cree que las normas y negociaciones comerciales, incluido el AGCS, deben transformarse radicalmente para que beneficien a los más pobres del mundo. Para que esto ocurra no basta con que los países en vías de desarrollo hagan valer sus derechos. Los países más ricos y poderosos también tienen la responsabilidad de hacer que esto cambie.  

Durante los últimos tres años, WDM ha argumentado que el AGCS no es, como algunos sostienen, un acuerdo ‘favorable al desarrollo’ y ha planteado serias cuestiones sobre las negociaciones actuales encaminadas a aumentar su alcance. De hecho, está siendo utilizado por el mundo industrializado para limitar sistemáticamente mediante sucesivas rondas de negociaciones las opciones de política de los países en vías de desarrollo. WDM ha reclamado consistentemente a la Unión Europea (UE) que haga públicas las demandas que hace a otros países para que liberalicen, para que su retórica sobre ‘agenda de desarrollo’ pueda ser analizada de modo apropiado a la luz de sus intenciones reales de negociación. Por fin dichos documentos se han hecho públicos, aunque no gracias a las acciones de la Comisión Europea ni de ningún gobierno europeo. 

1.2 Por fin sabemos

En la declaración final de la Ministerial de la OMC de noviembre de 2001 en Doha, se estableció un calendario para la importante fase de demandas-ofertas de las negociaciones del AGCS.
 En Junio de 2002, los miembros de la OMC comenzaron a remitir las así llamadas ‘demandas’.  Dichas demandas se dirigen a países concretos y buscan un compromiso de liberalización vinculante en determinados sectores de servicios. 

La UE expuso sus propuestas a países concretos el 1de julio de 2002. Entonces se supo que la UE había hecho demandas a 109 países, demandas que cubrían una amplia gama de sectores de servicios. Sin embargo, en términos de contenido no se hizo pública apenas nada de información.  Una y otra vez, la UE y sus Estados Miembros se han negado a publicar la lista completa de demandas. Análisis críticos previos se han basado en una filtración de abril de 2002 de un borrador de demandas a 29 países
 y un corto resumen de las demandas (aproximadamente  7 páginas) elaborado por la Comisión Europea y colgado en su página web.

Por lo tanto ha sido imposible:

· Identificar a los 109 países objetivos de la UE en las actuales negociaciones.

· Analizar demandas sectoriales concretas.

· Comprender del todo las ambiciosas intenciones de la UE en la actual ronda de negociaciones del AGCS. 

Ahora todo esto ha cambiado. Las 109 demandas completas (que comprenden miles de páginas) se han filtrado al Polaris Institute de Canadá
 y finalmente podemos ver lo que realmente se oculta detrás de la retórica de la UE sobre la ‘ronda del desarrollo’ y el AGCS.  Aunque el análisis de las 109 demandas se hará de modo más eficaz en los países a los que la UE demanda la liberalización de determinados sectores de servicios, también es importante desarrollar una visión de conjunto de las consecuencias para el desarrollo de la estrategia de la UE. Por lo tanto el objetivo de este informe es:

· Hacer uso del trabajo previo realizado por WDM (tras la filtración de los 29 borradores de demandas en abril de 2002), que esbozaba la intención general de la UE en las negociaciones, e identificar algunas tendencias generales que se derivan de las demandas. 

· Con documentación como prueba, rebatir las declaraciones públicas de la Comisión Europea y el gobierno británico durante los últimos tres años sobre sus intenciones de negociación.

· Contribuir a un marco emergente de análisis que busca proporcionar una interpretación más clara de las exactas implicaciones del AGCS para los países en vías de desarrollo. 



Antes de continuar es importante señalar una diferencia semántica sobre el término ‘regulación’ que a menudo lleva a confusión. La opinión de WDM sobre regulación efectiva comprende el abanico total de intervenciones gubernamentales relativas a gestionar la inversión para que cumpla los objetivos de desarrollo.
 Esto no se limita a regular cómo operan las empresas (ej., leyes medio ambientales, de protección del consumidor o laborales, etc.) sino que incluye regulaciones – como las que requieren a los inversores extranjeros emplear personal local o formar empresas conjuntas con empresas nacionales – que son incompatibles con adoptar plenos compromisos del AGCS. WDM cree que no hay un único modelo ‘correcto’ para prestar servicios en todo el mundo, por lo que es tan importante el mantener un alto grado de flexibilidad que permita usar estas distintas formas de ‘regulación’.

El siguiente análisis presupone un cierto grado de comprensión del AGCS. Para una introducción al acuerdo, por favor remitirse a un informe previo de WDM, Fuera de Servicio: el peligroso desarrollo del Acuerdo General sobre Comercio de Servicios, disponible en nuestra página web y que complementa el presente análisis.
 

2. Objetivo: los países más pobres

De los 109 países a los que la UE hace demandas, 94 están clasificados como países en vías de desarrollo o economías en transición. Están incluidos todos los Países Menos Adelantados (PMA, LDC por sus siglas en inglés) miembros de la OMC.

A pesar de la afirmación de Patricia Hewitt, Secretaria de Estado británica de Comercio e Industria, de que “En el caso de los países menos adelantados, las demandas se limitan por lo general a 3 ó 5”,
 5 (17 por ciento) de los 30 PMA han recibido demandas en más de cinco sectores, Angola (7), Bangladesh (6), Madagascar (6), Mozambique (6) y Tanzania (7). Esto ignora la demanda concreta que realizaron los PMA en una propuesta de marzo de 2002 a la OMC de que “a los PMA no se les debe pedir compromisos específicos en más de cuatro sectores de servicios.”

La realidad también contrasta con la afirmación de Patricia Hewitt de que, “Por lo que concierne a los países en vías de desarrollo, las demandas se realizan en línea con sus niveles de desarrollo.”
 Con la totalidad de países de renta baja (de los que hay 41 en las demandas de la UE) la contradicción es aún más obvia. Por ejemplo:

Mozambique (con una renta per cápita de 854 $ y listada en el puesto 170 de 173 en el Indice de Desarrollo Humano de Naciones Unidas (IDH)) ha recibido seis demandas sectoriales mientras que Georgia (con una renta per cápita de 2.664 $ y ocupando el puesto 81 del IDH) ha recibido sólo tres. 

Ecuador (renta per cápita 3.203 $, puesto 93 del IDH) y Guatemala (renta per cápita 3.821 $, ocupando el puesto 120 del IDH) han recibido ambos 11 demandas sectoriales, el mismo número que Australia (renta per cápita 25.693 $, puesto 5 del IDH) y Japón (renta per cápita 26.755 $, puesto 9 del IDH). 

De modo similar, Pakistán (renta per cápita 1.928 $, ocupando el puesto 138 del IDH), ha recibido 12 demandas, el mismo número que Estados Unidos (renta per cápita 34.142 $, puesto 6 del IDH) y Canadá (renta per cápita 27.178, ocupando el puesto 3 del IDH).

Finalmente, la afirmación de la Secretaria de Estado británica de Comercio e Industria  de que las demandas a los Países Menos Adelantados se han hecho en sectores “donde es más probable que la liberalización contribuya al desarrollo”
 es cuando menos falaz. Como demuestra el cuadro 1, la mayoría de las demandas se han hecho en los sectores de servicios comerciales y telecomunicaciones, también a veinte PMA se les ha pedido liberalizar sus servicios financieros, a siete sus ‘servicios medioambientales’ (que incluyen la distribución de agua), a cinco el turismo y a diecisiete el transporte. El análisis de este informe –  y de otras publicaciones de WDM – no da mucho pie para confiar en que compromisos del AGCS vinculantes en éstos, o en otros sectores, vayan a contribuir al desarrollo.

Cuadro 1: Resumen de las demandas que bajo el AGCS 2000 la UE ha hecho a los 30 Países Menos Adelantados Miembros de la OMC (Definición de la Conferencia de Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo)

	Sector de servicios
	Número de PMA en los que se demanda el sector 
	Porcentaje (del total de demandas a los PMA)

	Profesional
	9
	30

	Comercial
	24
	80

	Telecomunicaciones
	30
	100

	Comunicaciones
	0
	0

	Construcción
	5
	17

	Distribución
	0
	0

	Medio Ambiente
	7
	23

	Educación
	0
	0

	Financieros
	21
	70

	Sanidad
	0
	0

	Turismo
	5
	17

	Cultura
	2
	7

	Transporte
	18
	60

	Energía
	1
	3


Cuadro 2: Resumen de las demandas que bajo el AGCS 2000 la UE ha hecho a los 41 países de renta baja Miembros de la OMC (Definición del Banco Mundial)

	Sector de servicios
	Número de  países en los que se demanda el sector
	Porcentaje (del número total de demandas a países de renta baja) 

	Profesional
	21
	51

	Comercial
	36
	88

	Telecomunicaciones
	38
	93

	Comunicaciones
	3
	7

	Construcción
	17
	41

	Distribución
	6
	15

	Medio Ambiente
	14
	34

	Educación
	0
	0

	Financieros
	30
	73

	Sanidad
	0
	0

	Turismo
	9
	22

	Cultura
	7
	17

	Transporte
	26
	63

	Energía
	6
	15


Aunque como media la UE a hecho menos demandas a los PMAs y a los países de renta baja que a los países industrializados, una serie de casos concretos revelan que la media puede ser engañosa y está claro que, en varios casos, los niveles de desarrollo se han ignorado a la hora de hacer las demandas.

En teoría, el AGCS permite de modo explícito a los países en vías de desarrollo y menos desarrollados una mayor flexibilidad. El artículo XIX del AGCS afirma que, “Habrá la flexibilidad apropiada para que los distintos países en desarrollo Miembros abran menos sectores, liberalicen menos tipos de transacciones, aumenten progresivamente el acceso a sus mercados a tenor de su situación en materia de desarrollo y, cuando otorguen acceso a sus mercados a los proveedores extranjeros de servicios, fijen a ese acceso condiciones encaminadas al logro de los objetivos a que se refiere el artículo IV [creciente participación de los países en vías de desarrollo].” El Artículo IV afirma, “Se tendrá particularmente en cuenta la gran dificultad de los países menos adelantados para aceptar compromisos negociados específicos en vista de su especial situación económica y de sus necesidades en materia de desarrollo, comercio y finanzas”.

En realidad, la UE está ignorando las demandas para definir con más precisión los aspectos de desarrollo del AGCS y las demandas de realizar una evaluación antes de que empiecen las negociaciones (como manda el Artículo XIX). Por el contrario, la UE está presionando a los países para que se concentren en el proceso de demandas-ofertas y cumplan los apretados calendarios. Además la UE en sus propias demandas ignora las cuestiones de desarrollo al tener como objetivo los países más pobres y al buscar eliminar las condiciones que los países en vías de desarrollo habían con anterioridad añadido a sus compromisos (ver secciones 3 y 4 más abajo). 

Los problemas para los países en vías de desarrollo no se limitan al ritmo del proceso y a los intentos de eliminar las políticas de desarrollo. También es difícil para muchos el participar activamente realizando demandas a los países industrializados. La UE haciendo demandas a los 30 PMA Miembros de la OMC contrasta agudamente con la UE recibiendo demandas sólo de un PMA.

La dificultad que dichos países tienen para ‘competir’ con el mundo industrializado en las negociaciones del AGCS se resumen quizás del modo más apropiado por el Embajador de Bangladesh ante la OMC, quien hace poco declaró, “Por error, un país desarrollado nos envió copias de las demandas que habían hecho a otros países en vías de desarrollo. Normalmente se supone que dichas demandas y ofertas son confidenciales. Pero le echamos un vistazo a las demandas hechas por un importante país desarrollado a uno en vías de desarrollo. Fue asombroso – el grado de detalle al que han llegado…En muchos aspectos fue una revelación para mí, que los países desarrollados hayan examinado tan de cerca nuestras leyes y disposiciones. ¿Tenemos nosotros un conocimiento paralelo de sus leyes?”

El enorme número y la profundidad de las demandas de la UE, en comparación con los países más pobres, sirve para destacar el gran desequilibrio en la capacidad negociadora de los miembros ricos y pobres de la OMC y también proporciona una indicación clara de quién tiene más que ganar en estas negociaciones.

3. Eliminar la regulación efectiva sobre inversiones en sectores específicos

3.1 Introducción

Las cuestiones planteadas sobre el impacto en el desarrollo del AGCS se refieren a toda una serie de servicios potencialmente cubiertos por las normas específicas del acuerdo. Las demandas de la UE se centran fuertemente en sectores como el minorista, construcción, transporte, turismo y servicios financieros. Por ejemplo la UE ha hecho demandas a 60 países sobre servicios de distribución (que incluye la venta al menor), a 70 países sobre servicios de construcción, a 62 sobre servicios de turismo y a 84 sobre servicios financieros.

Durante la última serie de negociaciones del AGCS, muchos países establecieron limitaciones a sus compromisos en estos sectores o mantuvieron partes considerables de ellos fuera del alcance de las normas del AGCS para garantizar su capacidad de procurar políticas eficaces de desarrollo. Esto, según los proponentes del AGCS, convierte al acuerdo en ‘flexible’ y ‘favorable al desarrollo’.

Tal ‘flexibilidad’ puede ser de corta duración ya que en sus demandas la UE reclama que muchos países abandonen las limitaciones y exclusiones existentes y/o que comprometan plenamente esos sectores a las normas del AGCS por primera vez. No obstante, dichas regulaciones son importantes por un amplio número de razones como demuestran los ejemplos siguientes, y realizar compromisos plenos del AGCS  (ej., compromisos sin ‘exclusiones’) limita la capacidad de los gobiernos de regular las inversiones para alcanzar sus objetivos de desarrollo. El hecho de que la UE quiera compromisos en los sectores mencionados por parte de la siguiente muestra de países sirve para demostrar como sus afirmaciones de que persigue una ‘agenda de desarrollo’ chocan de frente con la realidad. 

3.2 Tailandia – objetivo de la UE:  liberalización del servicio minorista

El comercio minorista en Tailandia (al igual que en muchos otros países), se ha liberalizado progresivamente desde finales de los años 80. En una propuesta a la OMC en 2002, Tailandia describe dicho proceso, que atrajo la inversión de grandes cadenas europeas de minoristas.
 No obstante, en los últimos años dicha liberalización ha sido muy controvertida, ya que aunque ha reportado ciertos beneficios para los consumidores, ha tenido consecuencias negativas para las pequeñas tiendas minoristas tradicionales y el empleo local. El gobierno tailandés ha tachado la controversia de ‘patata muy caliente para la actual administración’.

La respuesta del gobierno fue desarrollar nuevas regulaciones encaminadas a reducir la expansión masiva de almacenes minoristas como Tesco, Carrefour y Royal Ahold (todas ellas grandes empresas minoristas europeas). En la última ronda de negociaciones del AGCS, Tailandia no adoptó ningún compromiso en el sector minorista, así que es relativamente libre de desarrollar cualquier mecanismo que considere conveniente.

Sin embargo, a finales de junio de 2002, la UE remitió a Tailandia sus demandas para el AGCS, entre las que se incluía la petición de un compromiso pleno para el sector minorista. En noviembre de 2002, el gobierno tailandés se vio sometido a una inmensa presión para eliminar el borrador de la nueva ‘Ley del Comercio Minorista’, que había tardado dos años en completarse y tenía el objetivo de frenar la expansión de minoristas de propiedad extranjera. También habría regulado sus políticas de precios – tales como presupuestos de publicidad y cuotas de ingreso para proveedores – y habría restringido el capital de inscripción y nuevas expansiones de cadenas.

El Viceministro de Comercio Wattana Muangsuk dijo a ‘The Nation’ (un diario tailandés), "Estamos cancelando el borrador simplemente porque no queremos enviar la señal errónea a la comunidad extranjera. La promulgación de cualquier ley que no sea aceptada de manera universal por la comunidad internacional afectaría a nuestro futuro poder de negociación de acuerdos de libre comercio."
 En febrero de 2003, en lugar de aprobar la legislación nacional, el gobierno tailandés aprobó los proyectos para usar las leyes de urbanismo locales y regionales para regular el establecimiento de grandes almacenes de propiedad extranjera.
 El aparente relajamiento de una medida más estricta generó una preocupación considerable sobre si esta solución secundaria se podría usar realmente para frenar la expansión de los grandes almacenes minoristas.

Este caso es ilustrativo de cuatro puntos importantes. En primer lugar, y contrariamente al argumento que esgrimen los defensores del AGCS, es claramente posible atraer bastante (y más que suficiente) inversión a un país sin adoptar compromisos vinculantes del AGCS. En segundo lugar, todos los gobiernos cometen errores, y es mucho más fácil revisar según la experiencia un proceso regulativo si no has adoptado compromisos bajo el AGCS. Es especialmente importante que los países en vías de desarrollo conserven ese ‘espacio para crear políticas’. En tercer lugar, la misma existencia del AGCS y de la actual ronda de negociaciones tiene un ‘efecto paralizador’ sobre las actividades reguladoras de gobiernos como el tailandés. Y cuarto, si Tailandia accede a las demandas de la UE y adopta un compromiso pleno del AGCS, el gobierno se vería imposibilitado para en el futuro crear la clase de legislación que en un principio se propuso y debatió. Puede incluso afectar a las políticas de urbanismo que se acordaron en su lugar.

3.3 Malasia – objetivo de la UE:  liberalización del servicio de seguros
En su demanda a Malasia relativa al sector de seguros, la UE pide la eliminación del techo malayo del 51 por ciento de participaciones extranjeras en el accionariado. Dicho techo está diseñado para evitar que las empresas extranjeras dominen el sector malayo de banca y seguros. Malasia estableció esta limitación durante las negociaciones de 1997 de Servicios Financieros del AGCS y fue el objeto de un acalorado debate. Durante dichas negociaciones, EEUU intentó presionar a Malasia para que permitiera una mayor presencia extranjera en el sector de seguros. 
 

Hablando desde Kuala Lumpur durante las negociaciones de 1997, el Primer Ministro malayo, Mahathir Mohamad, dejó claro que Malasia había ofrecido a las empresas extranjeras hasta el 51 por ciento de participación accionarial en las empresas de seguros ya que el país no se podía permitir abrir el sector totalmente. Resaltó el hecho de que la fuerza de las empresas extranjeras rebasaría a las nacionales y llevaría a la adquisición y fusiones de las empresas locales.
 Incluso sin dicha restricción, los periódicos malayos de la época veían con escepticismo las negociaciones del AGCS sobre servicios financieros.

3.4 India - objetivo de la UE:  liberalización de los servicios de turismo

Las demandas de la UE a la India en el sector del turismo proporcionan otro ejemplo de su agresiva estrategia de negociación. India ya ha comprometido algunos aspectos de los servicios de turismo a las normas del AGCS. Sin embargo, India también ha listado restricciones específicas destinadas a limitar las operaciones de las empresas extranjeras cuando se establecen en el país. Estas restricciones son ahora el objetivo a eliminar en las demandas de la UE. 

El tipo de restricciones que la UE quiere eliminar son aquellas que obligan a las empresas extranjeras a trabajar por medio de un homólogo nacional. Tales requisitos son fundamentales, porque por ejemplo ayudan a garantizar que en caso de que la empresa actúe de forma indebida se la pueda hacer más fácilmente responsable. Normalmente los tribunales nacionales pueden acceder a los activos de empresas incorporadas nacionalmente, mientras que a las multinacionales extranjeras les es más fácil ‘esconder’ sus activos. Esto es especialmente importante en el sector del turismo, donde gobiernos en todo el mundo empiezan ahora a reconocer las numerosas violaciones sociales y medio ambientales cometidas por la industria del turismo. 

Equations, un grupo que realiza campañas en la India en favor del turismo sostenible han destacado el siguiente ejemplo. El 15 de marzo de 2002, la Corte Suprema de la India dictó una sentencia famosa en la que condenó a la empresa Span Motels a pagar una multa de un millón de rupias por daño ecológico causado por ‘interferencia insensible con el curso natural de un río’. La empresa ha sido también obligada a asumir los costes de la reparación del entorno del río Beas en la región Kulu-Manali de la India.
 Esta clase de mecanismo legal estatal no está tan bien equipado para tratar con la naturaleza transnacional de los inversores extranjeros. A menos que haya algún grado de incorporación nacional, los abusos cometidos por las multinacionales corren el riesgo de quedar fuera del alcance de los tribunales.
La UE a menudo defiende su enfoque en las negociaciones con el argumento de que sus propuestas buscan simplemente el acercar los compromisos de los miembros del AGCS a los actuales niveles de apertura de los mercados. Por ejemplo, en mayo de 2001 el gobierno de la India introdujo una nueva política que permitía el 100 por ciento de participación extranjera en la industria hotelera. Sin embargo, el programa del AGCS de la India en el sector ‘Servicios Relativos al Turismo y Viajes – Hoteles y Restaurantes’, aún permite a la India establecer un tope del 51 por ciento de participación extranjera y la UE reclama que se elimine dicha limitación.   

El argumento de la UE no reconoce la naturaleza ‘vinculante’ e ‘irreversible’ de las normas y compromisos del AGCS, de cuyo cumplimiento se encarga en último término el proceso de resolución de conflictos de la OMC. Pero las políticas nacionales de los gobiernos se cambian con el tiempo, bien en respuesta a demandas públicas, a nuevas pruebas sobre sus efectos, o a la propia revisión de políticas de un gobierno o a un cambio de gobierno. Dichos cambios y desarrollos son esenciales para el establecimiento inteligente y democrático de políticas. Usando el ejemplo anterior, puede que en un plazo de cinco años el gobierno de la India opte por revisar su política del 100 por cien de participación extranjera a la luz de nuevas pruebas y/o del sentir público. Un compromiso vinculante bajo el AGCS haría mucho más difícil, cuando no imposible, dicho cambio de política. 

3.5 84 países – objetivo de la UE:  liberalización de los servicios financieros
La UE ha realizado demandas de gran alcance sobre servicios financieros a 84 países. La evidencia existente no apoya la afirmación de que la creciente competencia extranjera hará más eficientes los bancos nacionales o más estable el sistema bancario de un país. De hecho es lo contrario. Es más probable que contribuya a la volatilidad e inestabilidad financiera de un país, y hasta de una región, como señala la crisis financiera asiática de 1997.  

La mayor competencia en la banca, seguros y pensiones, sobre todo proveniente de grandes empresas como los bancos multinacionales que pueden movilizar sus recursos por todo el mundo y los pueden mover en un instante, tiende a disminuir la disponibilidad de crédito en un país, sobre todo para comenzar negocios, pequeñas y medianas empresas y consumidores de renta baja y media, ya que los grandes prestamistas prefieren prestar a grandes prestatarios.
 

Analistas del Instituto estadounidense de Política Económica han sugerido que para conseguir incluso unos pocos de los beneficios que las empresas extranjeras de servicios financieros podrían traer, en términos de tecnología avanzada y know-how, los países anfitriones tendrían que imponer controles de capitales que requieran a los bancos multinacionales asociarse con bancos nacionales, por ejemplo estableciendo filiales nacionales y evitando que tengan una participación mayoritaria en ninguna empresa nacional. De modo similar, se podría prohibir a las empresas extranjeras detentar la propiedad de bienes inmobiliarios, lo que les obligaría a buscar socios nacionales si quieren abrir sus propias sedes.
 Algunos países que como Kenia establecieron dichas obligaciones en sus compromisos de servicios financieros del AGCS ven ahora que la UE demanda eliminar dichas limitaciones.

3.6 Otras regulaciones sobre sectores específicos objetivo de la UE 

A continuación ejemplos de otras regulaciones sobre sectores concretos que los países en vías de desarrollo se han reservado el derecho a usar, y que la UE ha pedido eliminar:

· El sector de servicios financieros colombiano: ofrece condiciones especiales a las empresas o ciudadanos colombianos cuando se vende propiedad pública.

· El sector egipcio de hoteles y restaurantes: permite limitar el número total de operaciones en base a un test de necesidades económicas, y limitar los casinos a hoteles de cinco estrellas.  

· El sector bancario de la India: establece un techo del 15 por ciento de los activos totales del sistema bancario para los activos de bancos extranjeros.

· El sector jordano de agencias de viajes y tour operadores: requiere que las agencias de viajes extranjeras ejecuten sus servicios por medio de proveedores locales.

· El sector de telecomunicaciones de Kenia: limita la inversión extranjera a un 30 por ciento.

3.7 Conclusión

Como se menciona en la introducción del presente informe, la interpretación de WDM de lo que constituye ‘regulación’ cubre una amplia gama de medidas gubernamentales, incluyendo la clase de medidas que las normas del AGCS sobre acceso a los mercados y trato nacional haría ilegales cuando dichos sectores han sido plenamente comprometidos a sus normas. Los ejemplos anteriores señalan claramente que al pedir la eliminación de las exenciones regulatorias existentes y/o al pedir compromisos plenos, la UE quiere eliminar el potencial de los países en vías de desarrollo que poseen dichas regulaciones para usarlas, e impedir a aquellos que no las tienen el desarrollarlas en un futuro.  

La UE a menudo señala el hecho de que el AGCS conserva el ‘derecho a regular’. Es verdad que el preámbulo del AGCS reconoce dicho ‘derecho a regular’ y que el mismo se ha reafirmado en la Declaración Ministerial de Doha y en las directrices de negociación del AGCS, y que ambos documentos se usarían como guía para los Paneles de la OMC en caso de conflicto. Sin embargo, esto no tiene en cuenta el hecho clave de que tanto el preámbulo del AGCS como dichas declaraciones son expresiones de ‘expectativas’ generales de los miembros. Las normas sobre trato nacional y acceso a los mercados son en cambio restricciones específicas a cómo los gobiernos pueden regular la inversión para alcanzar objetivos de desarrollo (ej., su capacidad de regular). El posterior desarrollo de las normas sobre regulación nacional probablemente constituirá restricciones específicas a cómo los gobiernos pueden regular a los suministradores de servicios. Los Paneles de la OMC basarán sus decisiones en las informes más específicos que reciban de los gobiernos. Las normas específicas sobre trato nacional, acceso a los mercados y regulación nacional (si se aprueba) tendrán mayor peso que una presunción general, independientemente del número de veces que se haya repetido que los gobiernos deben tener ‘derecho a regular’.

4. Eliminar regulaciones generales sobre inversiones

4.1 Introducción

Como se menciona en la última sección, los defensores del AGCS argumentan que el acuerdo proporciona a los gobiernos flexibilidad porque les permite establecer restricciones a sus compromisos. Además de aplicarse a sectores específicos, las restricciones también se pueden establecer para aplicarse de modo general a todos los sectores de servicios. En la última ronda, India por ejemplo estableció una restricción general, aplicable a todos los sectores, que afirma que “en empresas conjuntas que impliquen a empresas del sector público, el grado de transferencia de tecnología es el factor determinante a la hora de escoger al socio extranjero.”

En el preámbulo de cada documento de demanda, la UE ha intentado garantizar que “reconoce la importancia de que la liberalización se vea limitada por los marcos reglamentarios nacionales diseñados para que las políticas alcancen objetivos públicos.” Pero esta retórica se contradice con la esencia de las demandas, que se dan de frente con la supuesta flexibilidad del AGCS. Muchas de las demandas persiguen eliminar las restricciones aplicables a todos los sectores que los países han establecido en previos compromisos del AGCS y que les permiten tener el espacio para crear políticas generales de desarrollo económico como por ejemplo controlar la inversión extranjera.   

4.2 Políticas generales de desarrollo objetivo de la UE

Las restricciones generales, que limitan la actividad de los inversores extranjeros en todos los sectores de servicios son claros objetivos de la UE. Aunque un país no esté necesariamente usando dichas restricciones, al acceder a las demandas de la UE para eliminarlas del listado del AGCS, está renunciando a su derecho a usarlas en un futuro. Se incluyen las políticas diseñadas para promover el desarrollo de las empresas nacionales y limitar el poder de las multinacionales cuando operan dentro de las fronteras del país.  

Entre los ejemplos de leyes y regulaciones que se aplican a todos los sectores y que los países en vías de desarrollo se han reservado el derecho a usar, y que ahora la UE demanda que se eliminen, se encuentran:

· Barbados: requiere a los inversores extranjeros que compren o vendan tierra o participaciones/acciones que paguen un impuesto específico sobre el valor de liquidación.

· Bolivia: requiere a las empresas extranjeras que establezcan filiales si quieren operar comercialmente de modo regular.

· Botswana: da a los ciudadanos nacionales prioridad a la hora de comprar activos propiedad de extranjeros.

· Brasil: restricciones a la repatriación de beneficios que establecen procedimientos para que el banco central restrinja las transferencias de fondos al extranjero por empresas extranjeras.

· Camerún: especifican que por cada 5 millones de CFA (equivalentes a 10.000 $) de inversión extranjera hay que crear al menos un puesto de trabajo.

· Chile: obliga a los inversores a emplear el 85 por ciento del personal de nacionalidad chilena.

· Chile: requiere a los inversores extranjeros retener el capital en el país al menos durante tres años desde la fecha de entrada.

· Cuba: limita la inversión extranjera en empresas conjuntas al 49 por ciento.

· El Salvador: pone un techo del 50 por ciento en el reenvío de beneficios al exterior.

· Filipinas: obliga a los inversores extranjeros que compren bienes inmobiliarios a tener un 60 por ciento de capital local.

· Honduras: garantiza que la inversión extranjera se autorice según un test de necesidad económica.

· Indonesia: obliga a las multinacionales a establecer empresas conjuntas cuando se establecen en el país. Las restricciones de Indonesia al AGCS establecen que las empresas extranjeras sólo pueden controlar el 49 por ciento de una empresa conjunta y deben trabajar a través o con un representante local cuando establezcan filiales en Indonesia. 

· Islas Solomón: estipula que los nacionales extranjeros y las empresas de propiedad extranjera no pueden comprar tierra, sólo alquilarla al gobierno o a grupos que posean tierra.

· Jordán: prohíbe a las empresas extranjeras comerciar con bienes inmobiliarios.

· Malasia: permite denegar la compra de tierras si la intención es puramente especulativa y sujeta las adquisiciones de empresas por compañías extranjeras a la aprobación del gobierno.

· México y Chile: restringen la propiedad extranjera de la tierra a lo largo de la costa.

· Pakistán: establece un máximo de participación extranjera del 51 por ciento y autoriza la adquisición de bienes inmobiliarios por extranjeros caso por caso.

· República Dominicana: somete la inversión extranjera a una autorización oficial y pone un límite para el reenvío al exterior de beneficios anuales (25 por ciento del capital registrado).

· Sudáfrica: limita la cantidad de crédito que pueden obtener las empresas con más del 25 por ciento de accionistas no residentes. 

· Taiwán: imposibilita a las empresas extranjeras comprar o alquilar tierra usada para agricultura, forestal, pesca, pastos, caza, producción de sal, minas y fuentes de agua.  

4.3 Conclusión

Parece increíble que el gobierno británico pueda afirmar que “Las demandas [de la UE] destacan con determinación la importancia de que la liberalización se vea limitada por un marco reglamentario nacional diseñado para asegurar que las políticas alcancen objetivos de interés público”
 cuando en esos mismos documentos la UE busca eliminar un amplio conjunto de regulaciones de interés público.

Las demandas de la UE para eliminar la ley taiwanesa que impide a las empresas extranjeras obtener la propiedad de recursos hídricos, choca frontalmente con la afirmación del Departamento británico para el Desarrollo Internacional (DFID por sus siglas en inglés) de que, “La [UE] ha dejado claro que sus demandas no buscan el desmantelamiento de los servicios públicos ni la privatización de empresas de propiedad pública ni persiguen el acceso a los recurso hídricos, por ejemplo, la propiedad,”
 y la declaración por la Comisión Europea de que, “Se han realizado demandas sobre servicios medioambientales, pero no tocan el tema del acceso a los recursos (hídricos).” 

5. Socavar el suministro de servicios comunitarios – el debate del agua

5.1 Introducción

Un elemento central de la posición de la UE en las negociaciones es la reclasificación de los ‘servicios medioambientales’. Bajo la propuesta clasificación, ‘la gestión del agua para uso humano y de aguas residuales’ se convierte en un nuevo subsector del AGCS. El hecho de que no haya sido incluido específicamente con anterioridad dentro de las clasificaciones sectoriales del AGCS es la razón principal por la que ningún gobierno ha hecho aún ningún compromiso en cuanto a distribución de agua.

La propuesta reclasificación representa por lo tanto un cambio enorme en el sistema comercial ya que coloca formalmente a la ‘distribución de agua’ bajo las normas del AGCS. WDM ha encontrado pruebas de que tan importante propuesta no fue sometida a ningún escrutinio serio ni público ni parlamentario antes de que se adoptara como política de la Unión. Además de no debatir públicamente la propuesta reclasificación de los ‘servicios medio ambientales’, la Comisión Europea y los estados miembros guardaron secreto sobre los detalles de las demandas que hicieron para que se adoptaran compromisos vinculantes en el sector reclasificado.

Otro tema importante a tener en cuenta en las demandas del sector hídrico es el control de los recursos. La Comisión Europea sostiene que, “Se hacen demandas sobre servicios medio ambientales, pero no afectan al tema del acceso a los recursos (hídricos).” 
 Aunque técnicamente es cierto (al menos para las demandas sectoriales – ver también sección 4), según una organización no gubernamental de la India especializada en temas de agua y energía, “Es imposible creer que una vez que se concede acceso al mercado, las empresas no insistirán en acceder e incluso controlar los recursos hídricos. De hecho, el encabezamiento del sector es ‘servicios de recolección, purificación y distribución de agua…’. Está claro que la recolección incluye el recurso hídrico, y conducirá al establecimiento del control (si no de la ‘propiedad’) de los propios recursos hídricos.”
 En la vida real, la distinción entre acceso a los servicios de reparto de agua y acceso al propio recurso no es tan fácil de hacer como presume la declaración de la Comisión.

La filtración revela que la UE está demandando que 72 de los 109 países a los que se dirige, adopten compromisos para abrir el subsector de la ‘distribución de agua’ en la actual ronda de negociaciones.

No se trata sólo del enorme número de países a los que la UE presenta demandas lo que es alarmante, sino también el hecho de que la UE se dirige a países en los que hay operativos sistemas de distribución de agua sin ánimo de lucro, y aún más importante, que funcionan eficazmente. Si dichos países acceden a las demandas de la UE:

a) Cierran la puerta a la posibilidad de que los gobiernos amplíen estas experiencias a otras zonas.

b) Dan un salto a lo desconocido, ya que no está claro qué efectos tendrá un compromiso en la capacidad de dichos sistemas comunitarios de operar como lo hacen en la actualidad.

La posición de negociación de la UE es una amenaza directa a estos enfoques alternativos sobre suministro de agua. A continuación se exponen dos ejemplos de países que ayudan a comprender el cómo adoptar compromisos plenos del AGCS podría afectar a la existencia y multiplicación de dichas formas alternativas de prestación de servicios. 

5.2 Brasil

La UE ha pedido a Brasil que adopte compromisos en la sección A de Servicios Medio Ambientales: Gestión de agua para uso humano y aguas residuales (aplicable al modo 3 – ‘presencia comercial’).

DMAE (Departamento Municipal de Servicios de Agua y Saneamiento) en Porto Alegre representa una historia real del éxito del suministro alternativo de agua en un país en vías de desarrollo. Es una vibrante empresa sin ánimo de lucro que se las ha visto con los aspectos de gestión y financieros de dirigir una gran empresa pública. Ha desarrollado una sofisticada pericia técnica, que a menudo requieren otros operadores municipales. Pero lo más importante son los sistemas de gestión participativa de DMAE por los que los miembros de la comunidad son un elemento integral de su toma de decisiones y que permite una transparencia verdadera.

DMAE es un organismo independiente. Aunque establecido legalmente por el gobierno, que nombra también su Director General, opera como una entidad separada del gobierno municipal. Esta personalidad jurídica definida permite a la empresa ser independiente financieramente del ayuntamiento. Más aún, su posición le permite perseguir una política de no dividendos, por la que en ausencia de accionistas, todos los beneficios se reinvierten de modo automático en el sistema. Su estatuto constituyente requiere específicamente que  DMAE reinvierta el 25 por ciento de sus ingresos anuales.

Si los negociadores brasileños no consiguen proteger tales empresas legales y financieras y acceden a las demandas de la UE, arriesgarían ser recusadas bajo el AGCS. Por ejemplo, una vez que un gobierno ha adoptado un compromiso ilimitado en las normas de acceso a los mercados del AGCS, ya no puede estipular la forma jurídica de los operadores. La naturaleza sin ánimo de lucro de las cooperativas es claramente una forma jurídica específica y su requerimiento violaría el Artículo XVI.2(e) del AGCS. Más aún, requerir legalmente a un operador que reinvierta un determinado porcentaje de sus ingresos en el servicio puede tacharse de norma técnica o requerimiento de licencia que sea ‘más gravosa de lo necesario’ bajo las normas que se están desarrollando en el Artículo VI.4.

Quizás la mayor amenaza que las normas del AGCS suponen para el modelo de DMAE, si el gobierno brasileño compromete plenamente sus servicios relativos al agua, recaen en las estructuras de gestión responsables ante la población. Hay tres elementos clave en la estructura de gestión de DMAE. El Director General se nombra por el alcalde de Porto Alegre por un mandato de cuatro años. A su vez, el Director General nombra a un Consejo Técnico de Gestión entre el personal, que es responsable de analizar los proyectos y el funcionamiento interno de las operaciones, discutir los presupuestos anuales, etc. Dicho Consejo también da apoyo asesor y técnico al tercer elemento, el Consejo Deliberativo. Este es el más importante ya que aprueba y controla todas las operaciones y decisiones que toma DMAE. Está compuesto de representantes de diversas organizaciones de la sociedad civil, que representan intereses y opiniones políticas distintos. Los 13 miembros vienen de organizaciones tales como el Consejo de Ingenieros, el Instituto de Abogados, el Centro de Industrias, Protección Ambiental o la Unión de Asociaciones de Vecinos de Porto Alegre.

Dicha estructura de gestión está diseñada para garantizar una responsabilidad ante la población mayor que la de una empresa con accionistas. Una vez que se adopta un compromiso pleno del AGCS sobre acceso a los mercados, un gobierno nacional, regional o local que exija una estructura jurídica determinada, como la de DMAE, a una empresa operadora, violaría el Artículo XVI.2(e). Tales requisitos también podrían violar el Artículo XVII (trato nacional), ya que pueden considerarse como favorables a los operadores nacionales, a los que puede resultar más fácil integrarse en la comunidad local, y por lo tanto ser discriminatorios contra empresas extranjeras. 

Independientemente de los contenidos de las normas del AGCS, esta clase de estructura de gestión, que es tan importante para la efectividad de DMAE, no se daría ni por asomo en empresas extranjeras. La responsabilidad de las empresas extranjeras legalmente se da ante sus accionistas, que a menudo se encuentran sobre todo en el país de origen de la empresa, y no ante las comunidades donde se suministra el agua. En ese sentido, el AGCS, con su objetivo de ampliar el acceso para las empresas extranjeras responsables ante sus accionistas, casi garantiza el ocaso de soluciones que no son de mercado para áreas como el suministro de agua.

5.3 Bolivia

La UE pide a Bolivia que adopte compromisos en la sección A de Servicios Medio Ambientales: Gestión de agua para uso humano y de aguas residuales (aplicable al modo 3 – ‘presencia comercial’.)

Raramente tiene lugar una discusión sobre acción comunitaria en temas de agua sin mencionar Bolivia. En 2001, resistencia de base popular forzó al consorcio empresarial internacional Aguas del Tunari a abandonar la ciudad de Cochabamba (ver sección 7).  Pero hay otra historia de aguas en Bolivia. La ciudad de Santa Cruz (1 millón de población) acoge una cooperativa de agua de tamaño mediano (SAGUAPAC), que se creó en 1979 para gestionar y operar el suministro de agua y alcantarillado de la ciudad. Se trata de la única sociedad cooperativa del mundo responsable del suministro de agua y saneamiento de un gran centro urbano. Un estudio de la cooperativa llevado a cabo por la Universidad de Birmingham llegó a la conclusión de que SAGUAPAC es una de las empresas de agua mejor gestionadas de América Latina, según criterios de eficiencia, equidad y efectividad.
 El estudio también señala que el Banco Mundial tiene a SAGUAPAC en alta consideración, y hay documentos internos del Banco en los que se encomia el uso que ha hecho de dos grandes créditos del Banco.  
 

A pesar de su éxito, las operaciones de SAGUAPAC pueden verse amenazadas si el gobierno boliviano accede a las demandas de la UE para que comprometa bajo el AGCS su distribución de agua. Como en el anterior ejemplo, DMAE en Brasil, SAGUAPAC se estableció por el gobierno como una cooperativa sin ánimo de lucro. Se le requiere legalmente que sea responsable ante sus miembros (todos los 96.000 clientes nacionales son miembros de SAGUAPAC) y, como DMAE, SAGUAPAC emplea personal local – de hecho su estructura de cooperativa requiere que a falta de otra estipulación el personal gestor sea local. Como ya se ha explicado, cualquier medida de un gobierno nacional, regional o local que estipule la forma jurídica del suministrador de servicios (ej., que no tenga ánimo de lucro y/o que tenga un sistema de gestión cooperativo) violaría un compromiso pleno de acceso a los mercados (Artículo XVI), y cualquier medida que requiera sistemas de gestión cooperativos o participativos o empleo de personal local podría violar las normas de trato nacional (Artículo XVII).

5.4 Conclusión
El estudio de la Universidad de Birmingham sobre SAGUAPAC señala que el modelo cooperativo se muestra como ‘sostenible y capaz de alto rendimiento’
 aunque plantea cuestiones sobre la falta de atención que se ha prestado a esta alternativa que no es de mercado, tanto en Bolivia como en otros sitios, por agencias prestatarias como el Banco Mundial. Sin embargo, este problema de la falta de atención no es nada comparado con los obstáculos legales a la expansión de dicho modelo que recoge el AGCS.   

Si se expande el AGCS en la actual ronda de negociaciones, la capacidad de otras regiones de Brasil y Bolivia, y en verdad de otros países, para poner en práctica estos modelos de suministro de agua más transparentes y responsables se verá realmente limitada. Los compromisos plenos del AGCS impiden a los gobiernos usar sus poderes para promocionar tales formas alternativas de suministro de servicios. Por lo tanto es crucial que todos los gobiernos tengan en cuenta cómo alternativas como las de DMAE se verían afectadas por su cumplimiento de las demandas de la UE. Esto es especialmente importante porque los negociadores comerciales de países en vías de desarrollo en Ginebra puede incluso que no tengan conocimiento de la existencia de dichos sistemas de suministro de servicios en el ámbito local o regional en su propio país. Más aún, la clase de consultas que habría que realizar en el país para que los negociadores estuvieran debidamente informados sobre sus realidades legislativas, va más allá de la capacidad de la mayoría de los miembros de la OMC y son logísticamente imposibles dada la proximidad de las fechas límites de las negociaciones.  

Las soluciones de base comunitarias ofrecen una alternativa en un debate vivo y de actualidad sobre como garantizar mejor la adecuada provisión de agua a algunas de las comunidades más pobres del mundo. En muchos sitios se están experimentando de  diversos modos, pero ya las empresas multinacionales han empezado a enfrentarse a los gobiernos que dan a estas soluciones un trato preferencial. Como afirma un destacado legislador de Sudáfrica, “…se ha protestado contra los intentos de usar organizaciones de base comunitarias como proveedores de servicios para promover la participación de la comunidad. Los proveedores potenciales se han quejado … de que están siendo excluidos aunque el objetivo de la política es alentar la participación comunitaria, no promover el suministro comercial de los servicios.”
 Por lo tanto no cuesta imaginar a las empresas alentando a sus gobiernos de origen para que usen el AGCS para recusar en un futuro dichas políticas.

Según el Departamento británico de Comercio e Industria (DTI por sus siglas en inglés), “consultan estrechamente con otros departamentos gubernamentales, incluido el DFID, antes de acordar la postura británica. El rol del DFID es garantizar que dicha postura refleje de modo adecuado las consideraciones sobre desarrollo.”
 Pero como muestran los ejemplos, la postura británica en las negociaciones del AGCS claramente no tiene nada que ver con el desarrollo. Más bien parecería que o se ignora al DFID, o no ha entendido todas las consecuencias de la posición británica, o está más interesado en beneficiar a las grandes empresas que en las ‘consideraciones de desarrollo’.

6. Socavar los servicios hídricos en países con empresas públicas de reconocido prestigio

6.1 Introducción

Tas una filtración previa de 29 borradores de negociación, la Comisión  Europea afirmó que, “las cuestiones que plantean la posibilidad de que las futuras negociaciones del AGCS socaven la prestación de servicios públicos…por ejemplo forzando la privatización de dichos sectores … son completamente erróneas.”

Pero el análisis de las 109 demandas finales filtradas demuestra que la UE está demandando compromisos sobre servicios medioambientales (ej., liberalización del agua) de países en los que actualmente el estado presta el servicio. Incluso los defensores del AGCS han reconocido que “abrir los mercados de servicios a operadores extranjeros [que es para lo que el AGCS está diseñado] es contradictorio en sí mismo con mantener monopolios públicos.”

En los siguientes países los servicios relativos al agua se prestan por operadores del sector público. Un vistazo a esta lista hace que la afirmación del gobierno británico de que “no existe ninguna amenaza a ningún servicio de sanidad pública ni de agua de ningún miembro de la OMC: el gobierno cree que están excluidos del AGCS”,
 sea cada vez más cuestionable. También, el hecho de que sean ejemplos en los que la prestación pública haya demostrado ser eficaz, socava la afirmación de la UE de que persigue una ‘agenda de desarrollo’.

6.2  Honduras – objetivo de la UE: liberalización del agua
En los cuatro años posteriores a 1994 se llevó a cabo con éxito una reestructuración de SANAA, la empresa de agua de propiedad pública responsable de la capital Tegucigalpa, con una mejora espectacular de la eficiencia, gestión y efectividad. Se basó en el trabajo conjunto con sindicatos, mediante un proceso encaminado a involucrar positivamente a la mano de obra.

Los sistemas formales de suministro rural de agua en Honduras se administran por medio de organismos de base comunitarios como juntas de agua, patronatos, u ONGs. En la fase de desarrollo, técnicos empleados por la empresa nacional de agua SANAA (con fondos de cooperación), ayudan a crear capacidad mediante formación y asistencia técnica. Los técnicos comprenden tanto técnicos en agua y saneamiento para promover el desarrollo del sistema como técnicos en operación y mantenimiento para ayudar a las juntas de agua a operar el sistema. 

6.3 Túnez – objetivo de la UE: liberalización del agua
El sector del agua en Túnez se gestiona por dos agencias gubernamentales: la Société Nationale de Distribution et d’Exploitation de l’Eau (SONEDE – Empresa Tunecina de Agua) y la Office National de l’Assainissement (ONAS – Agencia Nacional de Gestión de Aguas Residuales). La actuación de dichas agencias ha sido impresionante de acuerdo a varios criterios – por ejemplo Túnez tiene uno de los porcentajes de pérdidas de agua más bajos de la región; es una de las pocas empresas que genera suficientes ingresos para contribuir a los costes de capital y el Banco Mundial dice que ha tenido una actuación ‘bastante buena desde el principio’.

6.4 Botswana – objetivo de la UE: liberalización del agua
La Botswana Water Utilities Corporation (WUC – Empresa de Agua de Bostwana) se creó en 1970 por una ley del Parlamento. Entre 1970 y 1998 se contabilizó que la población servida por WUC había aumentado de 30.000 (con un consumo de agua diario de una media de 5 megalitros diarios) a 330.000 (con una media de 84 megalitros de consumo diario).

Según NewAfrica.com, la WUC opera de acuerdo a principios comerciales y establece tarifas al público y otros clientes que le otorgan una justa retribución por los servicios prestados y activos empleados. La empresa mantiene una política de subsidios cruzados para proteger a los clientes nacionales que se encuentran en la franja más baja para que tengan acceso al suministro de agua.

6.5 Conclusión

El hecho de que la UE tenga como objetivo sectores en países en los que el estado es el único que presta formalmente el servicio plantea una cuestión muy importante. Si, de acuerdo a la UE, el AGCS no ‘fuerza la privatización’, ¿qué significa exactamente un compromiso pleno del AGCS sobre acceso a los mercados y trato nacional en estas circunstancias?

El contar entre sus objetivos a países como Botswana que cuenta con un operador público de agua que funciona relativamente bien, también contradice la afirmación de la UE de haber hecho demandas a los países menos adelantados sólo en servicios medioambientales en los que un compromiso “sería claramente beneficioso para su desarrollo económico”
 (énfasis añadido).

7. Dificultar el Cambio Democrático

7.1 Introducción

Mucho se ha tratado de los temores a cómo el AGCS afecta a la toma de decisiones democrática. El AGCS representa un reto particular a la democracia porque, aunque dispone de un ‘procedimiento de retirada’ (Artículo XXI), éste es tan estricto que prácticamente no ofrece a los estados ningún medio para retractarse de sus compromisos sobre liberalización de los servicios. Parece que a la OMC le agrada este aspecto antidemocrático del AGCS. En su propia introducción de preguntas y respuestas sobre el Acuerdo, descargada de la página web de la OMC en octubre de 2000, la OMC recomienda el AGCS a los gobiernos pro-liberalización por la ayuda política que les puede prestar para ‘superar la resistencia nacional al cambio’.
 Desde entonces, dicha declaración se ha eliminado de la página web de la OMC.

Podría parecer que la UE tiene interés en garantizar que la liberalización sea irreversible. Sus demandas contienen peticiones controvertidas para la apertura de mercados en países en los que la resistencia popular ha rechazado de modo explícito a las empresas extranjeras y la privatización de, por ejemplo, los sectores de agua, energía y telecomunicaciones. Si dichos países se someten a la presión de la UE, los derechos de los presentes y futuros gobiernos a revertir las políticas, si no funcionan, se verán disminuidos.

7.2 Bolivia – objetivo de la UE: liberalización del agua
En septiembre de 1999, el consorcio empresarial internacional Aguas del Tunari obtuvo una concesión de 40 años para los sistemas de agua y saneamiento de Cochabamba, la tercera ciudad más grande de Bolivia con 500.000 habitantes. Las tarifas del agua aumentaron hasta en un 200 por ciento. Las enormes escaladas de los precios golpearon duro a la gente de Cochabamba, donde el salario mínimo era menos de 100 $ al mes. La concesión se dio por terminada en abril de 2000, tras una revuelta social y represión militar que dejó una persona muerta, dos ciegas y varias heridas.
 Las comunidades están considerando ahora la mejor forma de garantizar la participación pública en los futuros sistemas de suministro de agua. 

7.3 Egipto – objetivo de la UE: liberalización del agua, energía, transporte y construcción

Hasta ahora en Egipto la participación privada se ha limitado a contratos de construcción y la mayoría de la actividad relativa a nuevos proyectos depende de fondos de ayuda al desarrollo, sobre todo de la Agencia estadounidense para el Desarrollo Internacional (USAID). Un intento de privatizar los servicios relativos al agua usando un marco de ‘Construir-Operar-Transferir’ (BOT, por sus siglas en inglés) en la ciudad de Ramadam fracasó en primer lugar porque la situación jurídica del proyecto era cuestionable y segundo, porque la situación financiera tampoco era clara debido a una posible devaluación de la moneda.

En agosto de 2002, el Primer Ministro egipcio afirmó que no habría más privatizaciones de otras empresas públicas. El Dr. Atif Ubayd dijo que el agua, el alcantarillado, las carreteras, puentes, escuelas, hospitales, redes eléctricas, ferrocarriles y transporte público seguirían siendo propiedad del estado para proteger a la población de renta baja.

7.4 Trinidad – objetivo de la UE: liberalización del agua

Severn Trent, que gestionó el servicio de agua WASA durante cinco años, fue enviada de vuelta a casa en abril de 1999. La gestión del suministro de agua de Trinidad ha vuelto a manos del sector público. 

7.5 India – objetivo de la UE: liberalización de la energía
En junio de 2001 Enron, el gigante global de la energía, fue desalojado espectacularmente del estado de Maharashtra en la India tras una campaña comunitaria que resaltó la falta de transparencia del proyecto, sus amenazas para el modo de vida de la comunidad y el daño medio ambiental.

7.6 Colombia – objetivo de la UE: liberalización de las telecomunicaciones
En la ciudad de Cali, una amplia coalición local, que incluye al sindicato del sector público, está ocupada en la segunda ronda de acciones contra los planes del gobierno local de abrir el mercado de telecomunicaciones (y dividir al suministrador público de servicios de telecomunicaciones, electricidad y agua). Ya obtuvieron una victoria histórica en enero de 2002 cuando, tras un mes de ocupación de la torre de administración central (de obras públicas), el gobierno local acordó parar los planes de liberalización.

7.7 Conclusión

En todo el mundo las protestas populares han llevado a los gobiernos a repensar la participación del sector privado – tanto nacional como extranjero – en la prestación de servicios. Incluso en la ausencia de una oposición pública masiva, es importante que los gobiernos retengan la flexibilidad para revertir las políticas que no funcionen. Las demandas de la UE demuestran con claridad indiferencia hacia los procesos democráticos que han atravesado los países arriba mencionados. Si éstos, y otros países, se someten a los deseos de la UE, los derechos de futuros gobiernos a responder a las protestas públicas y a políticas fallidas se verán severamente limitados.  

8. La mítica flexibilidad del AGCS

8.1 Introducción

Ningún análisis del AGCS y el desarrollo estaría completo sin examinar brevemente el argumento ya familiar de que es un acuerdo flexible y que los países pobres pueden elegir qué, cuándo y cómo liberalizar.

En teoría, todos los países, incluidos los más pobres, pueden elegir no adoptar compromisos en determinados sectores, o pueden elegir establecer limitaciones específicas a los compromisos que adoptan. En práctica, el AGCS funciona de otro modo. 

8.2 La presión

Los países en vías de desarrollo se ven sometidos a una presión considerable por los miembros económica y políticamente poderosos de la OMC, como la UE. En teoría, la OMC es un lugar donde los países en vías de desarrollo se pueden agrupar para aumentar su poder de negociación, pero el proceso bilateral de demandas-ofertas del AGCS hace difícil, si no imposible, alcanzar esa fuerza en número. Este problema se ve agravado por la falta de capacidad en los países pobres para tratar adecuadamente con el amplísimo alcance del AGCS. Es conocido que negociadores únicos para un país en vías de desarrollo –  quienes a menudo tienen la responsabilidad de cubrir un amplio abanico de acuerdos distintos y extremadamente complejos de la OMC – se ven enfrentados en negociaciones bilaterales del AGCS a unos 12 expertos de países industrializados, cada uno especializado en una parte del acuerdo de la OMC.

Según el Embajador de Bangladesh ante la OMC, “Cuando entras en el formato bilateral de las negociaciones eres vulnerable. ¿Por qué? Por que contra un gran país desarrollado simplemente no puedes resistir el nivel de examen. Y no tienes la fuerza en números que tienes en el proceso multilateral. Esto es exactamente lo que ocurre bilateralmente en la OMC. En un contexto multilateral en la OMC, a veces los países desarrollados no se pueden salir con la suya. Pero cuando entramos en el modo bilateral, nos encontramos que en los temas en los que no han podido persuadirnos para aceptar algo multilateralmente, nos aplican presión bilateral para conseguirlo.”

Por lo tanto es en el mejor de los casos políticamente ingenuo y en el peor deliberadamente deshonesto sugerir que las negociaciones bilaterales del AGCS son simplemente una charla amistosa vis-a-vis entre un funcionario de un país rico y uno de uno pobre que discuten el relativo mérito para el desarrollo humano de los diferentes compromisos del AGCS. La presión es parte corriente del proceso y la ‘flexibilidad’ de un país en el AGCS es por tanto, hasta cierto punto, dependiente de su poder político y económico.  

8.3 La falta de información

Las negociaciones del AGCS se caracterizan por la falta de información, tanto en términos de comprensión y análisis de cómo sus normas afectarán a la regulación gubernamental – y por lo tanto las implicaciones de adoptar compromisos vinculantes (ver más abajo) – como en términos de cómo se pueden prestar de modo más efectivo los servicios teniendo en cuenta la enorme diversidad de circunstancias en distintas partes del mundo.

Dicha falta de información socava la capacidad, en particular de los negociadores de los países en vías de desarrollo, para identificar qué clase de compromisos, si es que alguno, puede ser apropiado y qué clase de regulaciones quieren preservar por medio de las limitaciones a sus compromisos. A menos que dichos negociadores tengan un conocimiento y comprensión detallados de cómo se prestan los servicios en las distintas regiones y localidades de su país – y sí y cómo está previsto que cambie – es imposible saber qué ‘defender’ en una negociación bilateral del AGCS.

Este problema se ve agravado por el hecho de que los gobiernos deben listar cualquier limitación a las normas de acceso a los mercados, trato nacional y probablemente también su regulación nacional, al tiempo de adoptar el compromiso. Es muy difícil, cuando no imposible, volver atrás y añadir limitaciones extras en una fecha posterior. Esto significa que los negociadores comerciales deben por lo tanto tener la visión de futuro necesaria para listar todas las regulaciones potencialmente incompatibles con el AGCS que el actual (y sucesivos) gobiernos puedan querer usar en el futuro. Una tarea que es aún más difícil si tenemos en cuenta la incertidumbre que pesa sobre muchas de las provisiones del AGCS (ver abajo). La tan cacareada ‘flexibilidad’ del AGCS sólo parece funcionar si eres omnisciente.

8.4 La incertidumbre

El AGCS está sembrado de incertidumbre. Incertidumbre sobre la aplicación del Artículo I.3 en términos de cómo los cambios recientes en la prestación de un servicio público (ej., con mayor financiación del sector privado, mayores cuotas de usuarios etc.) afectan al hecho de si tales servicios pueden definirse como prestados ‘comercialmente’ o en ‘competencia’ con otros proveedores de servicios. Incertidumbre sobre qué medidas están cubiertas por las normas de ‘discriminación de hecho’ del Artículo XVII. Incertidumbre sobre qué constituye exactamente ‘contratación pública’ de servicios y por lo tanto (actualmente) no está cubierta por las normas del AGCS. Incertidumbre sobre si las normas sobre ‘regulación nacional’ se aplicarán de modo general o sólo a los compromisos específicos y por lo tanto si los gobiernos deben listar o no limitaciones a dichas normas. Incertidumbre sobre qué clase de regulaciones violarían  un ‘test de necesidad’ que requiera que las medidas no sean ‘más gravosa de lo necesario’. E incertidumbre sobre cómo el AGCS se aplica a los subsidios.

Incluso parece haber cierta confusión sobre el alcance actual de las normas regulares de acceso a los mercados y trato nacional. Por ejemplo, si las normas del AGCS excluyen claramente todas las regulaciones de interés público, ¿por qué cuatro países europeos sintieron la necesidad de listar específicamente una limitación a sus compromisos en el subsector de ‘hoteles y restaurantes’ que les permitía “proteger áreas de especial interés histórico o artístico”?
 ¿Qué significa esto para los otros 108 miembros de la OMC que han hecho compromisos en este subsector quizás sin listar dicha limitación?

Como el anterior Director General de la OMC, Renato Ruggiero, declaró en una conferencia en 1998, el AGCS se extiende a “áreas que nunca antes se han reconocido como política comercial” y que “ni los gobiernos ni las industrias han apreciado aún el alcance total de dichas garantías o el pleno valor de los compromisos existentes.” 
 Así que ¿Cómo puede ser flexible el AGCS si lo gobiernos no saben lo que significan sus normas?

8.5 El gran regateo

Antes de la Conferencia Ministerial de la OMC de Doha en 2001, la UE trabajó duro para asegurar que la ‘ronda’ de negociaciones comerciales se enfocaría como un único compromiso. En otras palabras, no hay acuerdo hasta que todo se acuerda. Dicho procedimiento ofrece la oportunidad máxima para ‘negociar’ con distintos temas (ej., entre agricultura y servicios) y cada vez está más claro que tal clase de regateos efectivamente tiene lugar. 

Esto permitirá a la UE intercambiar cambios modestos en su Política Agrícola Común (PAC), a cambio de compromisos vinculantes del AGCS por parte de los países en vías de desarrollo. Sin embargo, como advierte un economista de Harvard, “El intercambio entre una menor autonomía política en el Sur a cambio de un mejor acceso a los mercados del Norte es un mal negocio en lo que se refiere al desarrollo.”
 En lugar de intentar arañar concesiones a los países en vías de desarrollo, la UE debería reformar la PAC unilateralmente.

La ‘flexibilidad’ del AGCS depende del capital negociador de un país. Los países pobres tienen menos ‘fichas’ con las que regatear, sobre todo en una negociación bilateral, en la que están en desventaja.  

8.6 El proceso interminable

El AGCS incluye un compromiso para acometer “sucesivas rondas de negociaciones, la primera de ellas a  más tardar 5 años después de la fecha de entrada en vigor del Acuerdo sobre la OMC, y periódicamente después, con miras a lograr un nivel de liberalización progresivamente más elevado” (Artículo XIX). Este compromiso pone una presión dereguladora a largo plazo en la provisión de servicios. La filtración de las demandas de la UE demuestra claramente que tiene como objetivo la eliminación de las condiciones reglamentarias que los países en vías de desarrollo listaron en la última ronda de negociaciones.  Esto conduce a la pregunta de ¿dónde acabará? El proceso de desarrollo comprende varias décadas, o incluso siglos, mientras que la ‘flexibilidad’ del AGCS parece durar sólo pocos años.

9. Conclusiones

La filtración de las demandas de negociación que la Unión Europea ha hecho a 109 países ha proporcionado una rara ocasión de vislumbrar la dimensión total de las ambiciones de la UE para la liberalización vinculante del sector de servicios. 

En primer lugar, la afirmación de la UE de perseguir una ‘agenda de desarrollo’ es retórica hueca. La UE persigue una agenda que tiene el único objetivo de beneficiar a sus empresas multinacionales. Las filtraciones han expuesto que la UE tiene entre sus objetivos a países que están intentando regular de nuevo como respuesta a los efectos negativos de la liberalización, que busca la eliminación de un amplio conjunto de regulaciones potencialmente importantes, que sus objetivos incluyen países en los que el estado presta servicios con éxito, y países que con anterioridad han rechazado operadores privados.  

En segundo lugar, dichas demandas deberían haber sido expuestas al examen público. No se puede aceptar que estos documentos sean secretos y es lamentable que la única manera que el público tiene de acceder a la información sea por medio de filtraciones.

Ya es hora de que la UE esté a la altura de su responsabilidad de tener en cuenta el desarrollo en sus posiciones de negociación. La propia Comisión Europea afirma que “Todas las políticas [de los países industrializados] – internas y exteriores – deberían integrar objetivos de desarrollo sostenible y tener en cuenta las necesidades globales.”
 En un mundo muy desigual, no basta con que la UE haga esas demandas tan grandes – y use su poder político y económico para presionar duramente para que se cumplan – con la esperanza de que el resultado vaya en interés del desarrollo. La UE debería retirar sus demandas, parar las negociaciones e iniciar un proceso de evaluación independiente que determine con exactitud cómo afectan las normas del AGCS a las regulaciones orientadas al desarrollo y qué impactos tiene la liberalización en los pobres. Sólo entonces se puede analizar con propiedad las normas del AGCS en un contexto real y sólo así pueden tener la necesaria credibilidad para llevar a cabo un debate público sobre cómo deberían cambiar dichas normas o en verdad, sobre si son siquiera necesarias. 

Apéndice: Tabla resumen de las demandas de la UE

	
	Profesional
	Comercial
	Telecomunicaciones
	Comunicaciones
	Constucción
	Disribución
	Medio Ambiente
	Fiancieros
	Turismo
	Cultura
	Transporte
	Énergía



	Afrique du Sud
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•

	Angola
	•
	•
	•
	
	•
	
	
	•
	
	
	•
	•

	Antigua
	•
	•
	•
	
	•
	•
	•
	
	•
	•
	•
	

	Argentine
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	
	•
	•
	•

	Australie
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	
	•
	•

	Bahreïn
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•

	La Barbade
	•
	•
	•
	
	•
	•
	•
	
	•
	•
	•
	

	Bangladesh
	
	•
	•
	
	•
	
	•
	•
	
	
	•
	

	Bélize
	•
	•
	•
	
	•
	•
	•
	
	•
	•
	•
	

	Bénin
	
	•
	•
	
	
	
	
	
	
	
	•
	

	Bolivie
	•
	•
	•
	
	•
	•
	•
	•
	
	•
	•
	

	Botswana
	
	•
	•
	
	•
	
	•
	•
	•
	
	
	

	Brésil
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•

	Brunei
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•

	Burkina-Faso
	
	•
	•
	
	
	
	
	•
	
	
	
	

	Birmanie
	
	•
	•
	
	
	
	
	•
	
	•
	•
	

	Burundi
	•
	•
	•
	
	
	
	
	•
	
	
	
	

	Cameroun
	•
	•
	•
	
	•
	
	
	•
	
	
	•
	•

	Canada
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•

	Chili
	•
	•
	•
	•
	•
	
	•
	•
	
	
	•
	•

	Chine
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•

	Colombie
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•

	Corée
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•

	Costa Rica
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•

	Côte d´Ivoire
	•
	•
	•
	
	•
	
	
	•
	•
	
	
	

	Cuba
	•
	•
	•
	
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	

	Djibouti
	
	•
	•
	
	
	
	
	•
	
	
	•
	

	Dominique
	•
	•
	•
	
	
	
	
	
	•
	
	•
	

	Égypte
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•

	Émirats arabes unis
	•
	•
	•
	•
	
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•

	Équateur
	•
	•
	•
	
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•

	
	Services professionnels
	Services aux entreprises
	Télécommunications
	Services de poste/courrier
	Construction
	Distribution
	Environnement
	Services financiers
	Tourisme
	Agences de presse
	Transport
	Énergie



	États-Unis
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	
	•
	•

	Fidji
	
	•
	•
	
	
	
	
	
	
	
	•
	

	Gabon
	•
	•
	•
	
	
	
	
	•
	
	
	•
	

	Gambie
	
	•
	•
	
	
	
	
	
	
	
	•
	

	Géorgie
	
	•
	
	
	•
	
	
	
	
	
	•
	

	Ghana
	•
	•
	•
	
	•
	
	
	•
	•
	
	
	

	Guatemala
	•
	•
	•
	
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•

	Guinée
	
	•
	•
	
	
	
	
	•
	
	
	•
	

	Guinée-Bissao
	
	•
	•
	
	
	
	
	•
	
	
	•
	

	Grenade
	•
	•
	•
	
	
	
	
	
	•
	
	•
	

	Guyane
	
	•
	•
	
	
	
	
	
	
	
	•
	

	Haïti
	
	•
	•
	
	
	
	
	
	
	
	•
	

	Honduras
	•
	•
	•
	
	
	•
	•
	•
	•
	
	•
	

	Hongkong
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•

	Îles Salomon
	
	
	•
	
	
	
	
	
	
	
	•
	

	Inde
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•

	Indonésie
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•

	Israël
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•

	Jamaïque
	•
	•
	•
	
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	

	Japon
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	
	•
	•
	•

	Jordanie
	•
	•
	•
	
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	

	Kenya
	•
	•
	•
	
	•
	•
	•
	•
	
	•
	•
	

	Koweït
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•

	Lésotho
	•
	
	•
	
	
	
	•
	
	
	
	
	

	Macao, Chine
	•
	•
	•
	
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	

	Madagascar
	
	•
	•
	
	
	
	•
	•
	•
	
	•
	

	Malaisie
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•

	Malawi
	•
	•
	•
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Maldives
	
	
	•
	
	
	
	•
	
	•
	
	•
	

	Mali
	
	•
	•
	
	
	
	
	•
	
	
	
	

	Mauritanie
	
	•
	•
	
	•
	
	
	•
	
	
	•
	

	Maurice
	•
	•
	•
	
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	

	Mexique
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•

	Mongolie
	
	•
	•
	
	•
	
	•
	
	
	
	•
	

	
	Services professionnels
	Services aux entreprises
	Télécommunications
	Services de poste/courrier
	Construction
	Distribution
	Environnement
	Services financiers
	Tourisme
	Agences de presse
	Transport
	Énergie



	Maroc
	•
	•
	•
	
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•

	Mozambique
	•
	
	•
	
	•
	
	•
	•
	
	
	•
	

	Namibie
	•
	•
	•
	
	•
	
	•
	•
	
	
	•
	

	Nouvelle-Zélande
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	
	•
	•
	•

	Nicaragua
	•
	•
	•
	
	
	
	•
	•
	
	
	•
	

	Niger
	
	•
	•
	
	
	
	
	•
	
	
	
	

	Nigeria
	•
	•
	•
	
	•
	•
	•
	•
	
	•
	•
	•

	Oman
	
	•
	•
	•
	
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•

	Ouganda
	•
	•
	•
	
	•
	
	
	•
	
	
	
	

	Pakistan
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•

	Panama
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	
	•
	•
	•
	•

	Paraguay
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•

	Pérou
	•
	•
	•
	
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•

	Papouasie-Nouvelle-Guinée
	
	
	•
	
	
	
	
	
	
	
	•
	

	Philippines
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•

	Qatar
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•

	Rép. centrafricaine
	
	•
	•
	
	
	
	
	•
	
	
	
	

	Rép. du Congo
	•
	
	
	
	•
	
	
	•
	
	
	•
	

	Rép. Dém. Congo
	
	•
	•
	
	
	
	
	•
	•
	•
	
	

	Rép. Dominicaine
	•
	•
	•
	
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	

	Rép. de Kirghizie
	•
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	•
	

	Rwanda
	
	•
	•
	
	
	
	
	•
	
	
	
	

	Saint-Kitts & Nevis
	•
	•
	•
	
	•
	•
	•
	
	•
	•
	•
	

	Sainte-Lucie
	•
	•
	•
	
	•
	•
	•
	
	•
	•
	•
	

	Saint-Vincent
	•
	•
	•
	
	•
	•
	•
	
	•
	•
	•
	

	Salvador
	•
	•
	•
	
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•

	Sénégal
	
	•
	•
	
	
	
	•
	•
	
	
	•
	

	Sierra Leone
	
	
	•
	
	
	
	
	
	
	
	•
	

	Singapour
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•

	Sri Lanka
	•
	•
	•
	
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	

	Surinam
	
	•
	•
	
	
	
	
	
	
	
	•
	

	Swaziland
	
	•
	•
	
	
	
	
	•
	
	
	
	

	Suisse
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	
	•
	•

	
	Services professionnels
	Services aux entreprises
	Télécommunications
	Services de poste/courrier
	Construction
	Distribution
	Environnement
	Services financiers
	Tourisme
	Agences de presse
	Transport
	Énergie



	Taïwan
	•
	•
	•
	•
	
	•
	•
	•
	•
	
	•
	•

	Tanzanie
	•
	•
	•
	
	
	
	•
	•
	•
	
	•
	

	Tchad
	•
	
	•
	
	
	
	
	•
	
	
	
	

	Thaïlande
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•

	Togo
	
	•
	•
	
	
	
	
	•
	
	
	•
	

	Trinité-et-Tobago
	•
	•
	•
	
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•

	Tunisie
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•

	Uruguay
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	
	•
	•
	•

	Venezuela
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•
	•

	Zambie
	•
	•
	•
	
	
	
	
	•
	
	
	
	

	Zimbabwe
	•
	•
	•
	
	•
	•
	•
	•
	
	•
	
	


10. Referencias

Este informe resalta los siguientes puntos clave:





Gran parte del objetivo de la UE son los países más pobres del mundo, lo que revela un enorme desequilibrio en la capacidad para negociar entre miembros ricos y pobres de la OMC e indica claramente quién tiene más que ganar de estas negociaciones.





Si acceden a las demandas de la UE para sectores específicos, los países verán socavada su capacidad de regular las inversiones en interés público. La retórica de la UE sobre el ‘derecho a regular’ no puede esconder el hecho de que el puro objetivo del AGCS es eliminar gradualmente la capacidad de los gobiernos de usar sus poderes para dirigir las inversiones de modo que beneficien a la gente, no a las empresas.  





La UE quiere eliminar una serie de derechos reglamentarios generales en países en vías de desarrollo. Las tan manidas afirmaciones de que el AGCS es flexible y que no socava la regulación se tambalean ante la lista, expuesta en los documentos filtrados, de regulaciones – especialmente protegidas por los países en vías de desarrollo durante la última ronda de negociaciones – que ahora la UE reclama que se eliminen.





La UE también realiza demandas a países donde hay en funcionamiento sistemas eficaces no comerciales de suministro de servicios. En contraste con su ‘retórica de ronda del desarrollo’ las demandas de la UE amenazan la existencia y posterior expansión de formas alternativas y eficaces de prestación de servicios (ej., organizaciones sin ánimo de lucro y sistemas de gestión cooperativos).








Las demandas de la UE tienen como objetivo los servicios públicos, a pesar de las afirmaciones de que no es así. La UE está claramente pidiendo compromisos del AGCS a países en los que actualmente los servicios en cuestión los presta el estado.





Las demandas de la UE amenazan la adopción democrática de políticas. La UE ha pedido compromisos del AGCS vinculantes y efectivamente irreversibles a los mismos países en los que la resistencia popular ha conducido en último término al rechazo por parte del gobierno de ciertas políticas liberalizadoras. 





Este informe analiza uno por uno estos puntos, usando las demandas filtradas para ilustrar con ejemplos concretos cómo la UE está ignorando su propia retórica sobre desarrollo. Estos ejemplos demuestran claramente que las cuestiones que plantea WDM, y muchos otros, son válidas y deben tenerse en cuenta.
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